VOTO DE MINORÍA DE LA MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA Y DEL MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA, DERIVADO DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 66/2026 Y ACUMULADAS.


VOTO DE MINORÍA DE LA MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA Y DEL MINISTRO GIOVANNI FIGUEROA MEJÍA, DERIVADO DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 66/2026 Y ACUMULADAS.


VOTO DE MINORÍA QUE FORMULAN LA SEÑORA MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA Y EL SEÑOR MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA, EN RELACIÓN CON LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 66/2026 Y SUS ACUMULADAS 82/2026, 85/2026 Y 87/2026.

En sesión celebrada el veintiocho de septiembre de dos mil veintiséis, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el expediente citado al rubro, analizó la constitucionalidad de algunos preceptos del Decreto 427 por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de Durango y de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Durango, publicado el dos de junio de dos mil veintiséis en el Periódico Oficial del Gobierno de dicha entidad.

Consideraciones de la mayoría.

En la sentencia aprobada por este Alto Tribunal, entre otras cuestiones, se declaró la invalidez del artículo 18, numeral 2, de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Durango[footnoteRef:1], así como del artículo Quinto Transitorio del decreto por el que se adicionó dicho precepto, por establecer la obligación permanente de alternancia de género para la postulación de candidaturas a la gubernatura del Estado. [1:  “Artículo 18.
(…) 2. Para la elección de la Gubernatura, los partidos políticos deberán observar en la postulación el principio de alternancia de género”.
“TRANSITORIOS
QUINTO: Lo establecido en el artículo 18, numeral 2, de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Durango, para la postulación de la Gubernatura los partidos políticos deberán observar el principio de alternancia de género, el cual entrará en vigor para la elección inmediata posterior del proceso electoral local a celebrarse en 2028. En consecuencia, para el proceso electoral 2027-2028, los partidos políticos, coaliciones o candidaturas comunes determinarán libremente el género a postular, conforme a las disposiciones que establezcan para hacer efectiva la paridad sustantiva. Le corresponderá a la Septuagésima Primera Legislatura del H. Congreso del Estado de Durango, establecer las disposiciones legales a fin de garantizar la alternancia de género para los procesos electorales subsecuentes”.] 


A juicio de la mayoría, en las normas impugnadas, el Congreso del Estado de Durango excedió los límites de su libertad configurativa al sustituir el mandato constitucional de paridad por una regla permanente y obligatoria de alternancia para la postulación de candidaturas a la gubernatura de la entidad, por lo que declaró la invalidez de dicho sistema normativo.

Consideraciones del voto de minoritario.

Con el debido respeto, quienes suscribimos este voto no estamos de acuerdo con el criterio mayoritario por el que se declaró la invalidez del artículo 18, numeral 2, de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Durango, así como del artículo Quinto Transitorio del decreto mediante el cual se adicionó dicho precepto, en virtud de que la garantía de la alternancia de género para la postulación de candidaturas a la gubernatura es una fórmula válida y adecuada para dar contenido al principio de paridad.

Se trata de una medida válida para paliar la subrepresentación que históricamente ha tenido la mujer en el acceso al poder público y, en este sentido, no advertimos que se trate de una restricción excesiva en los derechos de los hombres ni en la vida interna de los partidos y coaliciones.

En este caso, el artículo 18, numeral 2, de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Durango establece que en la elección de la gubernatura los partidos deberán observar la alternancia de género en sus candidaturas y, como regla transitoria, se prevé que esta medida legislativa aplicará en elección inmediata posterior al proceso electoral local a celebrarse en dos mil veintiocho. 

En este sentido, consideramos que la alternancia de género por periodo electivo en las candidaturas es una forma válida en la que se puede alcanzar la plena igualdad entre hombres y mujeres para aspirar a ocupar la titularidad de los Poderes Ejecutivos locales.

Cada entidad federativa, sin afectar lo que suceda en otras, debe establecer en su legislación electoral la alternancia sexenal en las postulaciones a ese puesto de elección popular, de manera que los partidos se vean obligados a alternar cada seis años a un hombre y una mujer, evitando con ello lo que ha ocurrido hasta ahora, en que existen Estados como Durango, en los que nunca ha habido una gobernadora de la entidad, ni la obligación prevista en una ley de postular a las mujeres para encabezar el Poder Ejecutivo local.

Sobre este punto, observamos que la decisión mayoritaria se aparta de los precedentes de este Alto Tribunal en materia de paridad de género en un aspecto sumamente importante. Hasta este momento, se había sostenido de manera consistente que las entidades federativas tienen una amplia libertad de configuración para implementar el principio de paridad de género. Hoy, por el contrario, se está sosteniendo que si la Constitución no establece una medida en específico, como por ejemplo la alternancia entre géneros, esto supone un dato relevante para declarar la invalidez de la medida. 

De hecho, en la acción de inconstitucionalidad 187/2023 y su acumulada[footnoteRef:2], la parte accionante planteó que la legislación electoral de Durango era omisa en implementar el principio de paridad de género, precisamente por no contar con alternancia entre géneros para el cargo a la gubernatura.  [2:  Resuelta en sesión el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al dieciséis de noviembre de dos mil veintitrés, por mayoría de cinco votos. ] 


La respuesta que dio este Alto Tribunal en aquel caso fue que las entidades federativas no estaban obligadas a implementar medidas específicas para darle operatividad al principio de paridad, sino que tenían libertad para elegir cómo implementarlo en el ámbito de su soberanía interna. En esta sentencia, la respuesta es la opuesta, esto es, que la alternancia entre géneros para cargos unipersonales está prohibida.

Respetuosamente consideramos que esta decisión representa una intromisión en la soberanía interior de las entidades federativas, que válidamente pueden decidir cómo hacer realidad el principio de paridad de género contenido en la Constitución que, recordemos, es aplicable para todos los cargos, incluyendo los unipersonales

Garantizar la participación de las mujeres en todos los cargos es vital para la vida auténticamente democrática en la sociedad, por lo que el fomento a su actividad política le permitirá generar mayores espacios para visibilizar su presencia, la cual, hasta ahora, no le ha sido reconocida a cabalidad, al menos para obligar a los partidos a que las mujeres puedan aspirar a ocupar la mitad de las titularidades de los poderes ejecutivos de todas las entidades federativas, como correspondería al género que representa, en la misma proporción, a la población nacional.

Contrario a ese fin, en esta sentencia se interpretó el principio de paridad de género en forma restrictiva. En el año dos mil diecinueve, el poder reformador de la Constitución implementó la llamada reforma de “paridad en todo”, es decir, para todos los cargos. Esta Corte está excluyendo los cargos unipersonales del mandato de paridad de género, lo cual no tiene un sustento en el propio texto constitucional en donde no se realiza la distinción que la mayoría sostuvo. 

La sentencia señala, además, que el hecho de que la medida de alternancia entre géneros tenga un carácter permanente es una razón adicional para su invalidez. Debemos recordar que el principio de paridad de género es un principio constitucional que no tiene fecha de caducidad. Por el contrario, aplica de manera transversal para todos los cargos y aplica siempre, hasta que no se reforme la Constitución, por lo que su regulación no necesita especificar hasta cuándo debe operar. 

Por otra parte, el sistema normativo que ahora se invalidó es armónico con el principio democrático, con la vida interna de los partidos y con la certeza electoral, pues además de garantizar la alternancia por periodo electivo, contempla un sistema de tránsito en el que se determina que en este proceso electoral los partidos y coaliciones podrán postular libremente a la persona del género que consideren conforme a sus estrategias y vida interna. 

Con esta fórmula de tránsito, sería hasta el siguiente proceso electoral cuando operaría la alternancia de género, lo que les permitiría a los partidos políticos decidir, con plena autonomía y libertad, los perfiles que postularían en el año dos mil treinta y cuatro. Este ajuste temporal garantizaba la certeza y seguridad jurídica de los partidos políticos, al tiempo que ocasionaba un mínimo impacto en su autodeterminación. Por lo tanto, la afectación en la autodeterminación partidista no justificaba declarar la invalidez de la medida. 

En consecuencia, respetuosamente y tal como lo manifestamos en la sesión de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, estamos en contra de esta decisión, ya que consideramos que los artículos 18, numeral 2 y Quinto transitorio impugnados, son constitucionales.


ATENTAMENTE.


MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA



MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA
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